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PETICIÓN / SEGURIDAD SOCIAL / RECONOCIMIENTO PENSIÓN INVALIDEZ / IMPROCEDENTE / VALIDACIÓN DEL DICTAMEN A CARGO DE COLPENSIONES / NEGLIGENCIA / CONCEDE PETICIÓN - En el presente caso es claro que el libelista accionó en sede constitucional antes que recurrir a las vías judiciales ordinarias, sin embargo, no se evidencia una situación de riesgo que demuestre la afectación al mínimo vital del accionante, por lo que no encuentra la Colegiatura razón para que omita acudir ante el juez natural, y en ese orden de ideas, es claro que si lo que pretende es un reconocimiento pensional de forma diversa al administrativamente contemplado, lo que debe hacer es acudir a la justicia ordinaria laboral a fin de que allí un juez especializado en esos temas, defina si es viable o no el reconocimiento de aquél derecho, que en su entender está consolidado.

Debe decirse además que aunque el actor hace referencia a varias circunstancias que supuestamente lo ubican en una condición de debilidad manifiesta, dentro de su escrito no sustenta debidamente el perjuicio irremediable que amerite la intervención de este Juez constitucional, por ser inminente e impostergable, lo cual se constituye en el elemento esencial para definir la procedencia de la acción de tutela. 

Tampoco puede predicarse que por el mero hecho de la avanzada edad del actor y de su afirmación en el sentido de que el único medio de subsistencia es la pensión que exige y ante su no otorgamiento se le pueda generar un perjuicio irremediable, pues debe tenerse en cuenta que el factor edad por sí mismo considerado no es suficiente para pregonar la ocurrencia de dicha contingencia, ni mucho menos que unos dineros que aún no se le han asignado sean los que requiere para su subsistencia, máxime cuando dicho reclamo aún no puede tildarse como un “derecho adquirido”.

Lo que se puede concluir entonces, es que no es viable efectuar en esta instancia un análisis reglamentario acerca del cumplimiento de los requisitos para obtener el derecho pensional que se pretende; sin embargo, sí comparte esta Corporación los argumentos esgrimidos por la Juez de primer nivel en lo que tiene relación con el derecho fundamental de petición, dado que a pesar de que Colpensiones expidió una resolución con la que aparentemente se dio solución al asunto propuesto, lo cierto del caso es que dicho acto demuestra una motivación sofística, pues que brilla por su ausencia el análisis de fondo del caso propuesto que justifique por qué razón el señor COGS tendría o no el derecho a gozar de la pensión de invalidez que reclama, mírese que, como bien lo expuso el Despacho de Conocimiento, el análisis abordado por la accionada se circunscribió a decir, palabras más palabras menos, que no era posible resolver el asunto propuesto por el simple hecho de no haber obtenido una respuesta por parte de la entidad calificadora que certificara la validez de su dictamen, situación está que evidentemente no puede recaer de forma negativa en el actor, quien ha desplegado las gestiones que han estado a su alcance con el fin de obtener una solución oportuna. 

Lo anterior, se traduce en que la carga de convalidar el dictamen de calificación de invalidez le corresponde de manera exclusiva a Colpensiones, lo que lleva a pensar que comportamiento de esa entidad ha sido negligente, pues no sólo se ha tardado injustificadamente en brindar al actor una solución de fondo sobre su situación, sino que ha dejado caer en él las consecuencias de su falta de gestión oportuna sin ningún tipo de fundamento.
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ASUNTO:
Procede la Sala a pronunciarse en torno a la impugnación interpuesta por el Gerente de Defensa Judicial de COLPENSIONES, como parte accionada dentro del presente asunto, y el apoderado judicial del señor CARLOS ALBERTO GUZMÁN SANTANDER, como accionante, contra el fallo proferido por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de esta ciudad, el 24 de enero de 2018, mediante el cual decidió negar las pretensiones invocadas por el último, pero tutelar el derecho fundamental de petición.  

ANTECEDENTES:
El abogado Diego Alberto Medina Díaz, actuando en calidad de apoderado judicial del señor Carlos Alberto Guzmán Santander, instauró acción de tutela en contra de Colpensiones, al considerar vulnerado sus derechos fundamentales al debido proceso, mínimo vital e igualdad. Los hechos según los cuales fundamentó su solicitud fueron sintetizados por el Despacho cognoscente así:

“Refiere la apoderado del señor Carlos Orlando Guzmán Santander, que el 21 de septiembre de 2017, en representación de su mandante, presentó derecho de petición ante la Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones, solicitando el reconocimiento de la pensión por invalidez, teniendo en cuenta que la Junta Regional de Calificación de Invalidez del Valle del Cauca, emitió dictamen en el que se estableció que el señor Guzmán Santander tenía una pérdida de capacidad laboral del 63.04%.

La Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones, mediante Resolución SUB16200 del pasado 18 de enero, le negó la pensión por invalidez, aduciendo que no han logrado validar el dictamen de la calificación de pérdida de capacidad laboral emitido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez del Valle del Cauca, toda vez que la aludida Junta no les ha dado respuesta a la solicitud de información sobre el referido dictamen.”

PRETENSIONES:

Con base en los anteriores hechos, solicitó el accionante la protección de los derechos fundamentales invocados en favor de su representado, y en consecuencia de ello, se ordene a Colpensiones reconocer y pagar de manera inmediata la pensión de invalidez a la cual considera tiene derecho. 

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:
El Juzgado de primer nivel avocó el conocimiento de la actuación el 7 de febrero de 2018 y ordenó la notificación y traslado del libelo petitorio a Colpensiones para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción, además, se ordenó la vinculación oficiosa de la Junta Regional de Calificación de Invalidez del Valle del Cauca. 

Posteriormente, al realizar un estudio de la situación fáctica planteada, resolvió mediante sentencia del 21 de febrero de 2018 negar la solicitud de amparo en lo concerniente a la petición de que se ordenara reconocer por vía de tutela el derecho pensional reclamado por el accionante, ello por cuanto, a criterio de la juez de conocimiento, el actor tiene a su alcance otras vías judiciales en las cuales dirimir ese tipo de controversia; no obstante, sí encontró la Juez A quo que se había transgredido el derecho fundamental de petición del señor Carlos Orlando Guzmán Santander, toda vez que el acto administrativo proferido por Colpensiones, mediante el cual aparentemente se había pronunciado respecto de la solicitud de reconocimiento pensional, carecía de motivos válidos y razonables para su negativa, pues aquella se basó en argumentos meramente administrativos que no le son atribuibles al libelista, concretamente en una supuesta imposibilidad de validar la eficacia del dictamen de calificación de invalidez. 

Así las cosas, se le ordenó a Colpensiones que en el término de 48 horas resolviera de fondo la solicitud pensional deprecada por el señor Guzmán Santander, teniendo en cuenta para ello el dictamen de pérdida de capacidad laboral No. 7529442-3064 del 16 de junio de 2017 emitido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez del Valle del Cauca.    
La anterior decisión fue objeto de impugnación tanto por la parte accionante como de la accionada. 

FUNDAMENTO DE LAS IMPUGNACIONES:
COLPENSIONES: Por medio de oficio suscrito por el Director de Acciones Constitucionales de la Gerencia de Defensa Judicial el 27 de febrero de 2018, expuso en primer lugar que esa entidad dio respuesta a la solicitud de reconocimiento pensional elevado por el accionante mediante Resolución No. SUB 16200 del 18 de enero del año que transcurre, la cual fue debidamente notificada. 

Desde ese punto de vista, resaltó que si lo que alega el accionante es una inconformidad respecto de ese acto administrativo, lo natural es que acuda a las vías ordinarias, ya sea a través del agotamiento de la vía gubernativa o por medio de los mecanismos establecidos en la jurisdicción laboral para dirimir el asunto, ello atendiendo los principios de subsidiariedad y residualidad que caracterizan la acción de tutela, máxime cuando la Resolución cuestionada goza de presunción de legalidad. 
Así las cosas, solicitó que se revoque la decisión de primer nivel, para en su lugar, denegar por improcedente la solicitud de amparo constitucional invocada. 

DR. DIEGO ALBERTO MEDINA DÍAZ, APODERADO DE CARLOS ORLANDO GUZMÁN SANTANDER: refirió que si bien una de las razones esbozadas por la Juez de conocimiento para negar el amparo reclamado, fue la omisión del agotamiento de la vía gubernativa antes de acudir a la acción constitucional, ello se debió a que inicialmente no se adjuntó el recurso interpuesto ante Colpensiones en contra del acto administrativo en comento, sin embargo, tal etapa fue debidamente agotada. 

Considera el letrado accionante que en este preciso caso sí es la acción de tutela el mecanismo idóneo para proteger los derechos de su representado, ello por cuanto el señor Guzmán Santander es un sujeto de especial protección constitucional, no sólo por su avanzada edad (60 años), sino también por su invalidez, lo cual debe ser suficiente para presumir la afectación de su mínimo vital. 

Además, le parece inconcebible que el Despacho de primer nivel reconozca que la entidad accionada no resolvió de fondo la solicitud instaurada, y que no debían imponérsele a su representado las consecuencias de un asunto meramente administrativo, y a pesar de ello, no se haya accedido a su pretensión principal, especialmente si se tiene en cuenta que el Juzgado está en plena capacidad de realizar un análisis de los requisitos legales para determinar si le asiste o no el reconocimiento a la pensión.     
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000, por tratarse del superior jerárquico y funcional del Juzgado que profirió el fallo de primera instancia. 

En el presente asunto, le corresponde a la Sala determinar si la decisión de primer nivel fue acertada al conceder la solicitud de amparo respecto del derecho fundamental de petición del señor Carlos Orlando Guzmán Santander, y negar por improcedente la pretensión de conceder por esta vía expedita el reconocimiento de la pensión de invalidez a la cual considera tener derecho, al existir otras vías judiciales más idóneas para dirimir ese asunto.  

Conforme con lo previsto por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona tiene derecho a recurrir a la acción de tutela para invocar ante los jueces en cualquier momento y lugar, directamente o a través de representante, la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.

De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona como integrante de la sociedad, por ello, el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos prácticos y seguros para su protección. 
El asunto que ocupa la atención de esta Corporación, se concentra en el cuestionamiento que se le hace al fallo de primer nivel que negó el amparo a los derechos denunciados, al precisar que en el caso del accionante le asiste otro medio de defensa judicial que le permite buscar una solución a la controversia aquí planteada.
Lo primero que se deberá analizar en este asunto, es si se cumple o no con las reglas de procedencia de la acción de tutela, lo cual se constituye en un requisito sine qua non, para dar paso al estudio de fondo que se pretende; tales exigencias se circunscriben en dos a saber: subsidiariedad e inmediatez.      

El presupuesto de la subsidiariedad tiene su base en el mismo artículo 86 Superior, que contempla primigeniamente el derecho a acudir a la acción de tutela como mecanismo para obtener la protección de los derechos fundamentales de las personas, en aquellos eventos en que los mismos son quebrantados o amenazados por las autoridades, sin embargo, señala de forma expresa que sólo procederá cuando “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.”. 
En consonancia con ello, el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 indica que la acción de tutela no procederá: “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.”
Quiere decir lo anterior que no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a pronunciarse sobre la presunta vulneración de derechos fundamentales, toda vez que de acuerdo a la jurisprudencia
 constitucional, esta acción ha sido concebida con el fin de llenar los vacíos existentes en el ordenamiento jurídico, para lograr la protección de dichas prerrogativas. 

De este modo, es claro que ante la existencia de otro mecanismo judicial al alcance del actor, el asunto puede y debe ser ventilado ante la justicia ordinaria, donde por especialidades están en la capacidad de resolver con más precisión el conflicto propuesto, especialmente en aquellos casos donde se requiere de un análisis probatorio concienzudo para determinar cuál es la norma a aplicar o inaplicar en cada caso concreto; por tanto a la tutela se debe acudir como último recurso o como el primero pero de manera transitoria, y cuando a simple vista se puede establecer que de no darse la protección de los derechos de manera inmediata, quien la invoca se vería frente a un perjuicio irremediable. Frente al tema ha dicho la Corte Constitucional: 

“Entendida de otra manera, la acción de tutela se convertiría en un escenario de debate y decisión de litigios, y no de protección de los derechos fundamentales. Al respecto, en la sentencia T-406 de 2005, la Corte indicó:

 
“Según esta exigencia, entonces, si existen otros medios de defensa judicial, se debe recurrir a ellos pues de lo contrario la acción de tutela dejaría de ser un mecanismo de defensa de los derechos fundamentales y se convertiría en un recurso expedito para vaciar la competencia ordinaria de los jueces y tribunales.  De igual manera, de perderse de vista el carácter subsidiario de la tutela, el juez constitucional, en este ámbito, no circunscribiría su obrar a la protección de los derechos fundamentales sino que se convertiría en una instancia de decisión de conflictos legales.  Nótese cómo de desconocerse el carácter subsidiario de la acción de tutela se distorsionaría la índole que le asignó el constituyente y se deslegitimaría la función del juez de amparo.”

 
En ese orden de ideas, el juez de tutela debe ser inflexible al exigir el requisito de procedibilidad denominado residualidad, porque el mismo va dirigido a que exista completa armonía y división de las respectivas competencias que se han distribuido dentro de la Rama Judicial como uno de los poderes públicos, de manera que si estos presupuestos no se satisfacen por la parte demandante, es inviable estudiar de fondo las pretensiones del actor en sede constitucional:
“… cuando se configuren esas circunstancias de carácter excepcional que desplazan el mecanismo judicial ordinario y abren paso a la intervención de la jurisdicción constitucional, se requiere que: i) el asunto debatido tenga relevancia constitucional, es decir, que se trate indiscutiblemente de la protección de un derecho fundamental; ii) que el problema constitucional que se plantea aparezca probado de tal manera que para la verificación de la vulneración del derecho fundamental cuyo amparo se solicita, no se requiera ningún análisis de tipo legal, reglamentario o convencional, que exija del juez constitucional un ejercicio probatorio que supere sus facultades y competencias; y, iii) que el mecanismo judicial ordinario resulte insuficiente para proteger los derechos fundamentales violados o amenazados. No obstante la regla general de solución de controversias laborales por parte de la jurisdicción competente [ordinaria o contenciosa], paralelamente la jurisprudencia constitucional ha sostenido que de manera excepcional ante ciertas circunstancias, puede abrirse paso la acción de tutela para resolver ese tipo de conflictos,…”.

 
Ahora, en lo que tiene que ver con el principio de inmediatez como requisito de procedencia para la acción de tutela, debe decirse que en principio el Decreto 2591 de 1991 señala que el mecanismo constitucional puede ser interpuesto en cualquier tiempo, especialmente si se pretende dar protección inmediata ante la vulneración o amenaza de los derechos fundamentales, sin embargo, la jurisprudencia ha precisado que cuando éste no se presenta de manera concomitante con la vulneración o amenaza de los mismos, sí debe ser interpuesta en un tiempo razonable desde que acaecieron los hechos causantes de la trasgresión. 

Caso concreto: 

Aterrizando los presupuestos anteriores al caso que concita la atención de la Colegiatura, es evidente que para este preciso caso se incumple con el de subsidiariedad, como atinadamente lo expuso el Despacho de Conocimiento, razón que le impide al juez constitucional realizar cualquier tipo de estudio de fondo sobre el asunto puesto en conocimiento por parte de quien representa judicialmente los intereses del señor Carlos Orlando Guzmán Santander. 
Lo anterior, por cuanto no puede perderse de vista que, como se dijo anteriormente, por regla general la acción de tutela no es la vía para que las personas obtengan el reconocimiento y pago de derechos prestacionales como lo es la pensión, ni acudir a ésta suplantando o evadiendo medios judiciales existentes y ordinarios establecidos por el legislador, máxime cuando en el presente caso no existe prueba de esa urgencia y necesidad de que el juez constitucional se inmiscuya en asuntos que deben ser debatidos ante la justicia ordinaria dada la complejidad de los mismos.
En el presente caso es claro que el libelista accionó en sede constitucional antes que recurrir a las vías judiciales ordinarias, sin embargo, no se evidencia una situación de riesgo que demuestre la afectación al mínimo vital del accionante, por lo que no encuentra la Colegiatura razón para que omita acudir ante el juez natural, y en ese orden de ideas, es claro que si lo que pretende es un reconocimiento pensional de forma diversa al administrativamente contemplado, lo que debe hacer es acudir a la justicia ordinaria laboral a fin de que allí un juez especializado en esos temas, defina si es viable o no el reconocimiento de aquél derecho, que en su entender está consolidado.

Debe decirse además que aunque el actor hace referencia a varias circunstancias que supuestamente lo ubican en una condición de debilidad manifiesta, dentro de su escrito no sustenta debidamente el perjuicio irremediable que amerite la intervención de este Juez constitucional, por ser inminente e impostergable, lo cual se constituye en el elemento esencial para definir la procedencia de la acción de tutela. 
Tampoco puede predicarse que por el mero hecho de la avanzada edad del actor y de su afirmación en el sentido de que el único medio de subsistencia es la pensión que exige y ante su no otorgamiento se le pueda generar un perjuicio irremediable, pues debe tenerse en cuenta que el factor edad por sí mismo considerado no es suficiente para pregonar la ocurrencia de dicha contingencia, ni mucho menos que unos dineros que aún no se le han asignado sean los que requiere para su subsistencia, máxime cuando dicho reclamo aún no puede tildarse como un “derecho adquirido”.
Lo que se puede concluir entonces, es que no es viable efectuar en esta instancia un análisis reglamentario acerca del cumplimiento de los requisitos para obtener el derecho pensional que se pretende; sin embargo, sí comparte esta Corporación los argumentos esgrimidos por la Juez de primer nivel en lo que tiene relación con el derecho fundamental de petición, dado que a pesar de que Colpensiones expidió una resolución con la que aparentemente se dio solución al asunto propuesto, lo cierto del caso es que dicho acto demuestra una motivación sofística, pues que brilla por su ausencia el análisis de fondo del caso propuesto que justifique por qué razón el señor Carlos Orlando Guzmán Santander tendría o no el derecho a gozar de la pensión de invalidez que reclama, mírese que, como bien lo expuso el Despacho de Conocimiento, el análisis abordado por la accionada se circunscribió a decir, palabras más palabras menos, que no era posible resolver el asunto propuesto por el simple hecho de no haber obtenido una respuesta por parte de la entidad calificadora que certificara la validez de su dictamen, situación está que evidentemente no puede recaer de forma negativa en el actor, quien ha desplegado las gestiones que han estado a su alcance con el fin de obtener una solución oportuna. 

Lo anterior, se traduce en que la carga de convalidar el dictamen de calificación de invalidez le corresponde de manera exclusiva a Colpensiones, lo que lleva a pensar que comportamiento de esa entidad ha sido negligente, pues no sólo se ha tardado injustificadamente en brindar al actor una solución de fondo sobre su situación, sino que ha dejado caer en él las consecuencias de su falta de gestión oportuna sin ningún tipo de fundamento.       
Lo dicho hasta ahora es suficiente para llevar a esta Colegiatura a concluir que la decisión de primera instancia se acogió a los parámetros legales del caso, de acuerdo a ello, la misma se habrá de confirmar en su totalidad. 

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR en su totalidad el fallo de tutela proferido por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira, con ocasión de la acción de tutela promovida por el señor CARLOS ORLANDO GUZMÁN SANTANDER en contra de COLPENSIONES, ello de acuerdo a las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia C-543 de 1992


� Corte Constitucional, sentencia T-177 de 2011, M.P. Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 


� Sala Segunda de Revisión, Sentencia T-097 del 16 de febrero de 2006, MP: Alfredo Beltrán Sierra.
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